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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Lebrón Nieves, la Jueza 

Soroeta Kodesh y el Juez Rodríguez Flores. 

 

Rodríguez Flores, juez ponente. 
 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de abril de 2021. 

 La parte peticionaria, Deya Elevators Service, Inc. y Mapfre 

Praico Insurance Company, instó el presente recurso el 19 de marzo 

de 2021. Solicita que revisemos la Resolución emitida y notificada el 

3 de febrero de 2021, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan.1 Mediante el referido dictamen, el foro 

primario declaró no ha lugar la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la parte peticionaria, tras concluir que existían 

controversias sobre hechos medulares que impedían que se dictara 

sentencia sumaria en la etapa en que se encontraban los 

procedimientos.  

Posteriormente, el 9 de abril de 2021, la parte peticionaria 

incoó una Moción en Auxilio de Jurisdicción en la que solicitó la 

paralización de los procedimientos ante el foro de primera instancia 

 
1 La solicitud de reconsideración incoada por la parte peticionaria fue declarada 

sin lugar mediante Orden emitida el 18 de febrero de 2021, y notificada el 19 de 

febrero de 2021. 
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– específicamente la vista en su fondo pautada para los días 19, 20 

y 21 de abril de 2021 – hasta tanto este Tribunal adjudicara el 

recurso. 

La parte recurrida, Sra. Malfides C. Cepeda, por conducto de 

su representación legal, solicitó prórroga para presentar su escrito 

en oposición al recurso. No obstante, prescindimos de su 

comparecencia2 y resolvemos denegar la expedición del auto de 

certiorari. Por consiguiente, declaramos no ha lugar la Moción en 

Auxilio de Jurisdicción presentada por la parte peticionaria. 

I. 

 El 26 de febrero de 2019, la Sra. Malfides C. Cepeda (Sra. 

Cepeda) y la Corporación del Fondo del Seguro del Estado (CFSE), 

presentaron una demanda sobre daños y perjuicios y subrogación 

en contra de Deya Elevators Service, Inc. (DEYA) y su aseguradora, 

Mapfre Praico Insurance Company (MAPFRE). Se relató que la Sra. 

Cepeda era empleada del Hospital Metro-Pavía de Santurce y que, el 

8 de noviembre de 2016, durante su periodo de almuerzo, mientras 

se encontraban dentro de un elevador en el piso once (11) del 

estacionamiento del referido hospital, ocurrió una interrupción en 

el servicio eléctrico y el ascensor descendió súbitamente hasta el 

piso siete (7). En ese momento, retornó la electricidad y el elevador 

se detuvo, pero no abrió sus puertas, y volvió a desplazarse 

aceleradamente del séptimo al cuarto piso, donde finalmente se 

detuvo y abrió las puertas. La Sra. Cepeda afirmó en su demanda 

que el suceso ocurrió como resultado de la culpa o negligencia de 

DEYA, por no proveer mantenimiento adecuado al elevador y 

tampoco verificar el funcionamiento del elevador ante una 

interrupción momentánea del servicio de electricidad. 

 
2 Conforme a la Regla 7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, que nos 

permite “prescindir de términos no jurisdiccionales, escritos, notificaciones o 
procedimientos específicos en cualquier caso ante [nuestra] consideración, con el 

propósito de lograr su más justo y eficiente despacho […]”. Véase, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 7(B)(5). 
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Por los hechos antes relatados, la Sra. Cepeda señaló que 

sufrió lesiones en la rodilla y perna derecha, razón por la cual recibió 

tratamiento médico que incluyó una operación del menisco. La 

CFSE reclamó por los gastos incurridos en el tratamiento médico 

brindado a la Sra. Cepeda a raíz del incidente. También, la Sra. 

Cepeda arguyó haberse visto afectada en su salud emocional y física 

con motivo del incidente aludido en la demanda. Por todo lo anterior, 

reclamó una compensación en daños y perjuicios, más una partida 

por concepto de honorarios de abogado, las costas y los gastos del 

pleito, e intereses legales sobre las sumas reclamadas.  

DEYA y su aseguradora MAPFRE presentaron su Contestación 

a Demanda. En esencia, negaron las imputaciones de negligencia. 

Arguyeron que DEYA había cumplido con su deber contractual de 

mantener en buen estado el ascensor. Como parte de sus defensas 

afirmativas, indicaron que el evento relatado en la demanda había 

ocurrido a raíz de una interrupción del servicio eléctrico o cambios 

de voltaje que no eran no atribuibles a DEYA a tenor con los 

términos del contrato de servicio.  

En el Informe de Conferencia con Antelación al Juicio de 2 de 

marzo de 2020, DEYA reconoció en su teoría del caso que el ascensor 

de desplazó súbitamente del piso once (11) al piso (7), y de ahí al 

piso cuatro (4), aunque articuló que el mal funcionamiento del 

elevador fue a consecuencia de una interrupción momentánea del 

servicio eléctrico, y no por alguna actuación u omisión negligente de 

parte de DEYA en el mantenimiento del elevador.3  

A su vez, en el referido Informe, las partes estipularon que, 

para el momento en que ocurrieron los hechos alegados en la 

demanda, DEYA mantenía vigente un contrato de servicios para los 

ascensores de Metro-Pavía Santurce.  

 
3 Véase, Informe de Conferencia con Antelación al Juicio de 2 de marzo de 2020. 

Apéndice del recurso, págs. 12-31. 
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Por otro lado, en el Informe, la Sra. Cepeda, anunció como 

testigos al Sr. Joel Serrano, persona a cargo de la planta física de 

Metro-Pavía Santurce, y el Sr. Ángel Pérez, sujeto encargado del 

mantenimiento del estacionamiento de la institución, quienes 

declararán sobre las situaciones surgidas con el elevador en el que 

ocurrieron los hechos relatados en la demanda.4  

Después, el 9 de marzo de 2020, DEYA y su aseguradora 

MAPFRE presentaron una Solicitud de Sentencia Sumaria. En ella, 

propusieron la existencia de doce (12) hechos sobre los cuales 

entendían que no existía controversia real y sustancial. En virtud de 

ellos, arguyeron que procedía desestimar la demanda.  

En particular, señalaron que la parte demandante no contaba 

con un perito de negligencia para probar su alegación de que el 

accidente se debió a la falta de mantenimiento y verificación del 

funcionamiento del elevador por parte de DEYA. Por tanto, 

dedujeron que estos carecían de prueba que demostrara el nexo 

causal entre la negligencia de DEYA y los daños alegados. Así pues, 

articularon que la prueba anunciada por la Sra. Cepeda era 

insuficiente para establecer la culpa o negligencia necesaria para la 

causa de acción en daños y perjuicios. 

Además, DEYA y su aseguradora MAPFRE aseveraron que no 

existía controversia real de hechos materiales en cuanto a la 

ausencia del elemento esencial de negligencia de la reclamación, por 

lo que procedía desestimar con perjuicio la demanda.  

Por su parte, el 21 de diciembre de 2020, la Sra. Cepeda 

presentó su Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria de Parte 

Demandada. Aceptó como incontrovertidos cinco (5) de los doce (12) 

hechos expuestos por la parte peticionaria.  

 
4 Id. 
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En cambio, indicó que la prueba anunciada establecía hechos 

esenciales y pertinentes en controversia, relacionados con la 

negligencia imputada a DEYA. Ante ello, señaló que existe prueba 

testifical sobre el alegado acto u omisión negligente de DEYA que 

debía ser aquilatada por el tribunal primario.  

Además, arguyó que existía controversia en cuanto a la 

necesidad de presentar prueba pericial para establecer la 

negligencia de DEYA. 

En la Resolución recurrida, el Tribunal de Primera Instancia 

consignó cinco (5) hechos materiales incontrovertidos. A raíz de 

estos, y conforme al derecho vigente, declaró no ha lugar la Solicitud 

de Sentencia Sumaria presentada por DEYA y su aseguradora 

MAPFRE. En síntesis, concluyó que existían siete (7) hechos 

esenciales en controversia que debían considerarse en un juicio 

plenario. En específico indicó que la controversia medular consistía 

en determinar “si DEYA fue negligente en relación con la condición 

de peligrosidad que ocasionó el accidente”.5 Igualmente, concluyó 

que era necesaria la celebración de un juicio plenario para evaluar 

la “propuesta de la parte demandada” en cuanto a la “existencia o 

no de algún grado de negligencia en el desempeño de sus funciones 

conforme al Contrato de Servicio existente”.6  

 Denegada la solicitud de reconsideración, DEYA acudió a este 

tribunal y señaló la comisión del siguiente señalamiento de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar “No Ha 
Lugar” la Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por la 
parte demandada-peticionaria, no habiendo controversia 
sobre hechos materiales esenciales en cuanto a la ausencia 
de negligencia de la parte demandada y, careciendo a su vez, 
la parte demandante, de evidencia suficiente para demostrar 
los elementos de negligencia y causalidad de su causa de 
acción.  
 

 

 

 
5 Véase, Resolución, Apéndice del recurso, a la pág. 78. 
6 Id. 
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II. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

nos faculta a revisar resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas 

por el Tribunal de Primera Instancia, cuando se recurre de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo, como lo es la 

denegatoria de una moción de sentencia sumaria. 

 Sin embargo, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que 

debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional. Evaluada la petición de certiorari, así como la 

Resolución del foro recurrido, se desprende que la solicitud de la 

parte peticionaria, DEYA y su aseguradora MAPFRE, no cumple con 

ninguno de los criterios de la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal, supra.  

 Según surge del expediente, en el Informe de Conferencia con 

Antelación al Juicio, DEYA reconoció en su teoría del caso que el 

ascensor se desplazó súbitamente del piso once (11) al piso (7), y de 

ahí al piso cuatro (4). Ciertamente, articuló que el mal 

funcionamiento del elevador fue a consecuencia de una interrupción 

en el servicio eléctrico, y no por alguna actuación u omisión 

negligente de su parte en el mantenimiento del elevador. 

No obstante, para establecer el aspecto de la negligencia de 

DEYA, la Sra. Cepeda anunció como testigos al Sr. Joel Serrano, 

persona a cargo de la planta física de Metro-Pavía Santurce, y al Sr. 

Ángel Pérez, sujeto encargado del mantenimiento del 

estacionamiento de la institución, quienes declararán sobre las 

situaciones surgidas con el elevador.  

Además, en la Resolución recurrida, aunque el foro primario 

emitió una lista de hechos incontrovertidos que facilitarán la 

presentación de prueba, aludió a la presencia de elementos 
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subjetivos y de credibilidad que requerían la celebración de un juicio 

plenario.  

Es norma conocida que un tribunal no deberá dictar 

sentencia sumaria cuando existen elementos subjetivos de 

intención, negligencia, propósitos mentales o cuando el factor de 

credibilidad es esencial. Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 

615, 638 (2009); Piñero v. A.A.A., 146 DPR 890, 904 (1998); Soto v. 

Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294, 301-302 (1994).  

DEYA y su aseguradora MAPFRE no han demostrado que el 

foro de primera instancia hubiere incurrido en error, perjuicio o 

parcialidad alguna al emitir su dictamen, o que dicho foro cometiera 

un abuso de discreción, o que se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, que 

justifique nuestra intervención en esta etapa de los procedimientos. 

Ante la ausencia de justificación para intervenir con la 

determinación a la que arribó el foro recurrido, denegamos expedir 

el auto de certiorari.  

III. 

En virtud de las anteriores consideraciones, denegamos la 

expedición del auto de certiorari y declaramos no ha lugar la Moción 

en Auxilio de Jurisdicción. 

 Notifíquese.  

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Jueza Lebrón Nieves disiente con opinión escrita. 

 
 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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Panel integrado por su presidenta la Juez Lebrón Nieves, la Jueza 
Soroeta Kodesh y el Juez Rodríguez Flores 

 
 

VOTO DISIDENTE DE LA JUEZ LEBRÓN NIEVES 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de abril de 2021. 

Con mucho respeto y deferencia hacia mis compañeros de 

Panel, la ocasión amerita expresar mi disenso en torno al curso de 

acción tomado por la mayoría y en el descargo de la responsabilidad 

que me ha sido delegada, es preciso hacerlo por escrito. 

Luego de un análisis ponderado del recurso de marras, 

procedo a esbozar los fundamentos jurídicos para mi disenso en este 

caso. 

La Mayoría de este Panel, decidió denegar el recurso, por 

entender que no se justifica la intervención de este Tribunal en esta 

etapa de los procedimientos. Al respecto, señaló y cito: “DEYA y su 

aseguradora MAPFRE no han demostrado que el foro de primera 

instancia hubiere incurrido en error, perjuicio o parcialidad alguna 

al emitir su dictamen, o que dicho foro cometiera un abuso de 

discreción, o que se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, que justifique 
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nuestra intervención en esta etapa de los procedimientos. Ante la 

ausencia de justificación para intervenir con la determinación a la 

que arribó el foro recurrido, denegamos expedir el auto de 

Certiorari.” 

Mediante este Voto Disidente, esta Juez consigna su total 

desacuerdo con lo resuelto, por entender que el dictamen recurrido 

es contrario a nuestro estado de Derecho. Me explico. 

La controversia medular en el caso que hoy nos ocupa es, si 

incidió el foro primario al denegar la moción de sentencia sumaria 

incoada por la parte peticionaria.  Para atender esta controversia, es 

preciso determinar si, en este caso, (1) existen controversias de 

hechos materiales reales y genuinas que impidan la resolución 

sumaria y (2), si procede dictar sentencia sumaria en su modalidad 

de insuficiencia de la prueba, a favor de la parte demandada 

peticionaria. Veamos. 

 Como cuestión de umbral, procede repasar brevemente los 

hechos que originan el caso de epígrafe, por lo que, a continuación 

se exponen los mismos. 

I 

El presente caso dio origen con una demanda en daños y 

perjuicios y acción de subrogación, instada por la señora Malfides 

C. Cepeda y otros, en contra de DEYA Elevators Service (en adelante, 

DEYA o parte peticionaria) y MAPFRE Insurance Company (en 

adelante, la aseguradora o parte peticionaria). 

Luego de varias incidencias procesales, las partes sometieron 

el informe sobre conferencia preliminar entre abogados el día 2 de 

marzo de 2020.  

En esencia, la parte demandante recurrida alegó que: 

La parte demandante, Malfides Cepeda, trabajaba en el 
hospital Metro-Pavía de Santurce. El 8 de noviembre de 

2016, durante su hora de almuerzo utilizó el elevador 
del estacionamiento para llevar su lonchera a su auto. 
Su vehículo estaba en el piso once (11). Al tomar el 
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elevador de regreso a su área de trabajo, ocurrió un 
apagón en la luz, el elevador en vez de detenerse, 

continuó con una caída al vacío del piso once al 
séptimo. Al regresar la luz el elevador se detuvo, pero 

no abrió y volvió a caer al vacío hasta el cuarto piso. En 
el cuarto piso abrió. 
 

[……..] 
 
La situación provocada a la demandante es producto de 

la culpa y negligencia y/o falta de previsibilidad de los 
demandados, quienes al momento del accidente no 

habían dado el adecuado mantenimiento, ni habían 
verificado el funcionamiento del elevador ante un 
apagón de electricidad. Los demandados con sus 

actuaciones han causado a la demandante un estado 
de desasosiego que ha afectado a la demandante en 

todos los aspectos de su vida[,] tanto su vida familiar, 
emocional y psicológica. Se le han causado daños 
morales, sufrimientos y angustias mentales. Las 

actuaciones de los demandados pusieron en riesgo la 
vida, la salud tanto física como emocional de la 
demandante. La conducta de los demandados la causa 

próxima, real, inmediata y eficiente de los daños por los 
cuales se reclama. La conducta negligente de los co-

demandados, sus empleados y/o agentes, fue la causa 
próxima y única de los daños y perjuicios sufridos por 
la co-demandante, ya que fueron estos quienes al 

momento del accidente no habían dado el adecuado 
mantenimiento, ni habían verificado el funcionamiento 
del elevador ante un apagón de electricidad. Tal falta del 

debido cuidado por parte de todos los co-demandados 
causó el accidente y lesiones de la co-demandante, 

provocándole los daños antes señalados. Por ello, es 
posible que los co-demandados respondan bajos los 
principios de responsabilidad vicaria. Como 

consecuencia del accidente a que se refiere esta 
demanda, la co-demandante, ha sufrido un estado de 

desasosiego, ha padecido, padece y continuará 
padeciendo en el futuro de sufrimientos físicos, y 
angustias mentales, aun cuando se le brindó un 

extenso tratamiento médico por las lesiones sufridas en 
este accidente. 
 

Además, informó como prueba documental y testifical lo 

siguiente: 

Prueba Documental: 

 
1. Informe Pericial (médico) 

2. Expediente Médico / Administrativo del FSE, caso 
#17-15-17655 

3. Interrogatorio a la demandante 

4. Interrogatorio a la demandada 
5. Registro de Llamadas 
6. Registro de Servicio 

7. Contrato de mantenimiento entre [DEYA] y Pavía 
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Prueba Testifical: 
 

La parte demandante, Malfides Cepeda declarará sobre 
los hechos ocurridos en el caso. 

 
William Cruz declarará sobre situaciones ocurridas con 
el elevador. 

 
Sr. Ángel Pérez a cargo del mantenimiento del parking 
de Pavía Santurce declarará sobre las situaciones 

surgidas con el ascensor. 
 

Sr. Joel Serrano a cargo de la planta física de Pavía 
Santurce declarará sobre las situaciones surgidas con 
el ascensor. 

 
Custodio de los expedientes del FSE para autenticar y 

declarará sobre el contenido. 
 
Custodio del contrato de mantenimiento de DEYA en 

Pavía Santurce. 
 
Héctor Deyá declarará sobre los términos y condiciones 

del contrato de servicio de ascensores y el 
mantenimiento brindado. 

 

Por su parte, es la contención de la parte demandada 

peticionaria que: 

[C]arece la parte demandante de prueba que sostenga 

la existencia de negligencia como del nexo causal entre 
las actuaciones de [DEYA] en el desempeño de sus 

obligaciones contractuales de ofrecer servicios de 
mantenimiento preventivo y/o reparación del elevador 
donde alegadamente ocurrió el incidente y los daños 

alegadamente sufridos en el mismo. 
 

La parte demandante alega que el accidente fue 
provocado por [DEYA], al no dar el adecuado 
mantenimiento ni verificar el funcionamiento del 

elevador ante un apagón de electricidad. No obstante, 
es evidente que estas son meras conclusiones, 
conjeturas, y/o especulaciones huérfanas de apoyo 

fáctico o técnico alguno. Primeramente, [DEYA] no es 
responsable de las interrupciones de servicio eléctrico, 

que fue lo que ocurrió en este caso, según alegado en la 
propia Demanda. En segundo lugar, la parte 
demandante no cuenta con un perito de negligencia, 

que pueda concluir la causa por la cual el elevador se 
comportó de la manera que se alega y que ello está 

relacionado con una acción u omisión negligente de 
[DEYA]. 
 

La parte demandante no tiene prueba alguna que 
demuestre que la aquí compareciente fue negligente al 
no brindar mantenimiento y servicio a los elevadores del 

Hospital Metro-Pavía de Santurce; o cumplir con sus 
obligaciones bajo el contrato suscrito. De hecho, según 

surge de la propia Demanda, el alegado evento surgió 
por un apagón de electricidad, evento por el cual [DEYA] 
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no responde, según el Contrato de Servicios. Ello 
porque, proteger los elevadores de interrupciones de 

servicio le corresponde al dueño del edificio. De hecho, 
en su deposición, la parte demandante expresó que 

cuando prende la planta el elevador comenzó a 
funcionar. 
 

El Contrato de Servicios expresamente excluye el evento 
de fluctuaciones de voltaje y, además, se excluyen todos 
los componentes relacionados a problemas del servicio 

eléctrico, como, por ejemplo: las baterías, los circuitos 
de alimentación de potencia y los supresores de voltaje. 

Finalmente, también surge del Contrato que el cliente 
debe notificar a [DEYA] inmediatamente luego de un 
incidente, lo cual no ocurrió en este caso, ya que no 

existe registro de llamada alguna el día del accidente 
por parte del cliente. 

 
Adicionalmente a que el evento es uno por el cual 
[DEYA] no es responsable, a saber, una interrupción del 

servicio eléctrico, la parte demandante no cuenta con 
evidencia para demostrar que [DEYA] no brindó el 
mantenimiento adecuado y que ello fue la causa por la 

cual ocurrió el accidente; ya que no contrató prueba 
pericial que pueda establecer cuál es el mantenimiento 

adecuado, qué comprende dicho mantenimiento, que 
[DEYA] se desvió del mismo y que ello fue la causa del 
alegado mal funcionamiento del elevador. Asimismo, la 

parte demandante no cuenta con prueba alguna para 
establecer que [DEYA] tenía conocimiento del alegado 
mal funcionamiento, para poder imputarle negligencia. 

 

El día 9 de marzo de 2020, la parte demandada peticionaria 

incoó ante la primera instancia judicial, Solicitud de Sentencia 

Sumaria, en la que esbozó como hechos que no están en 

controversia, los siguientes: 

a. [DEYA] es una compañía autorizada, registrada y 
capacitada para realizar servicios de mantenimiento, 
reparación, modernización e instalación de 

ascensores y/o escaleras eléctricas en Puerto Rico. 
Véase Anejo I, párrafo 3, Declaración Jurada 
suscrita por el Ing. José G. Deyá Meléndez, Chief 

Operating Officer de [DEYA] Elevator Services, Inc. 
 

b. El 23 de febrero del año 2016, [DEYA] Elevator 
Service, Inc., suscribió un Contrato de Servicio para 
ascensores que incluía el Metro-Pavía de Santurce, 

el cual se encontraba vigente para la fecha de los 
hechos alegados en la Demanda. Véase Anejo II, 
Contrato de Servicios para Ascensores; Anejo I, 

párrafo 4, Declaración Jurada suscrita por el Ing. 
José G. Deyá Meléndez, Chief Operating Officer de 

[DEYA] Elevator Services, Inc. 
 
c. Para la fecha del evento que se alega en la demanda 

del SJ2019CV01892, [DEYA] Elevator Service, Inc. 
proveía servicios de mantenimiento preventivo y/o 
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reparación de los ascensores del Hospital Metro-
Pavía de Santurce, como parte del contrato suscrito 

en febrero de 2016. Véase Anejo I, párrafo 5, 
Declaración Jurada suscrita por el Ing. José G. Deyá 

Meléndez, Chief Operating Officer de [DEYA] Elevator 
Services, Inc. 
 

d. Para el día del accidente que se alega en la Demanda, 
[DEYA] no recibió ninguna llamada de servicio. 
Véase Anejo I, párrafo 6 Declaración Jurada suscrita 

por el Ing. José G. Deyá Meléndez, Chief Operating 
Officer de [DEYA] Elevator Services, Inc.; Anejo III, 

Registro de Llamadas. 
 
e. [DEYA] no es responsable de cambios de voltaje y/o 

interrupciones del servicio eléctrico, proteger los 
elevadores de servicio le corresponde al dueño del 

edificio. Véase Anejo II, Contrato de Servicios para 
Ascensores; Anejo I, párrafo 4, Declaración Jurada 
suscrita por el Ing. José G. Deyá Meléndez, Chief 

Operating Officer de [DEYA] Elevator Services, Inc. 
 
f. La demandante reclama por hechos alegadamente 

acontecidos el 8 de noviembre de 2016, durante su 
hora de almuerzo, en el elevador del estacionamiento 

del Hospital Metro-Pavía en Santurce. Véase 

Demanda, párrafo 5. 

g. La demandante alega que, se encontraba en el 
elevador para regresar a su área de trabajo, cuando 
ocurrió un apagón de luz y el elevador tuvo una caída 

del piso once (11) al siete (7). Al regresar la luz, el 
elevador se detuvo, pero no abrió y volvió a caer 

hasta el piso cuatro (4). Una vez abre en el cuarto 
piso, la demandante se baja del mismo. Véase 
Demanda, párrafos 6-7. 

 
h. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 

sección de Servicios, último párrafo, expresa en su 

parte pertinente: 
 

 “DEYA no será responsable de reparar o reemplazar 
piezas debido a: vandalismo, mal uso, negligencia, 
fluctuaciones de voltaje, causas fortuitas, causas 

de la naturaleza, obsolescencia u cualquier otra 
causa que no se considere uso y desgaste normal.” 

(Énfasis suplido). Véase Anejo II, Contrato de 
Servicios para Ascensores, página 2. 

 

i. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 
sección de Responsabilidad del Cliente, expresa por 

su parte pertinente: 

“En adición el caso de un incidente el CLIENTE 

notificará a DEYA inmediatamente tenga 
conocimiento...” (sic). Véase Anejo II, Contrato de 
Servicios para Ascensores, página 3. 

 
j. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 

sección de Exclusiones y Otras Consideraciones, 

expresa en su parte pertinente: 
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“DEYA no asumirá responsabilidad alguna sobre los 

siguientes componentes los cuales quedan excluidos 
de este acuerdo: 

 
Cabinas, interiores de cabina, iluminación dentro de 
la cabina o túnel, plataforma, marcos, puertas, 

correderas, extractores, baterías, sistemas de 
intercomunicación, sistemas de control de acceso, 
detectores de humo, circuitos de alimentación de 

potencia, cables de tracción, sensor sísmico, 
supresores de voltaje, cámaras de CCTV, 

componentes obsoletos, programación y 
componentes propietarios.” (Énfasis suplido). Véase 
Anejo II, Contrato de Servicios para Ascensores, 

página 3. 
 

k. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 
sección de Exclusiones y Otras Consideraciones, 
expresa en su parte pertinente: 

 
“DEYA será responsable por pérdidas o daños que 
puedan surgir como parte de una interrupción del 

servicio por cualquier causa justificada.” Véase 
Anejo II, Contrato de Servicios para Ascensores, 

página 4. 
 

l. La parte demandante no contrató perito de 

negligencia para establecer la causa por la cual 
ocurrió el incidente alegado en la Demanda. 
(Énfasis nuestro) 

 

A la aludida Solicitud de Sentencia Sumaria se opuso la parte 

demandante recurrida mediante Oposición a Solicitud de Sentencia 

Sumaria de Parte Demandada, presentada el 21 de diciembre de 

2020.  En su escrito en oposición, la demandante recurrida aceptó 

los siguientes hechos incontrovertidos:  

b. El 23 de febrero de 2016, [DEYA] Elevator Service, 

Inc. suscribió un Contrato de Servicio para 
Ascensores que incluía el Metro-Pavía de Santurce, 

el cual se encontraba vigente para la fecha de los 
hechos alegados en la Demanda. Véase Anejo II, 
Contrato de Servicios para Ascensores; Anejo I, 

párrafo 4, Declaración Jurada suscrita por el Ing. G. 
Deyá Meléndez, Chief Operating Officer de [DEYA] 

Elevator Services, Inc. 
 
c. Para la fecha del evento que se alega en la Demanda 

del caso SJ2019CV01892, [DEYA] Elevator Service, 
Inc. proveía servicios de mantenimiento preventivo 
y/o reparación de los ascensores del Hospital Metro-

Pavía de Santurce, como parte del contrato suscrito 
en febrero de 2016. Véase Anejo I, párrafo 5, 

Declaración Jurada suscrita por el Ing. G. Deyá 
Meléndez, Chief Operating Officer de [DEYA] Elevator 
Services, Inc. 
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f. La demandante reclama por hechos alegadamente 

acontecidos el 8 de noviembre de 2015, durante su 
hora de almuerzo, en el elevador del estacionamiento 

del Hospital Metro-Pavía en Santurce. Véase 
Demanda, párrafo 5. 

 

g. La demandante alega que, se encontraba en el 
elevador para regresar a su área de trabajo, cuando 
ocurrió un apagón de luz y el elevador tuvo una caída 

del piso once (11) al siete (7). Al regresar la luz, el 
elevador se detuvo, pero no abrió y volvió a caer 

hasta el piso cuatro (4). Una vez abre en el cuarto 
piso, la demandante se baja del mismo. Véase 
Demanda, párrafo 6-7. 

 
i. La parte demandante no contrató perito de 

negligencia para establecer la causa por la cual 
ocurrió el incidente alegado en la Demanda. 

  

El 3 de febrero de 2021, concluido el descubrimiento de 

prueba, el foro a quo emitió la Resolución recurrida mediante la cual 

denegó la solicitud de sentencia sumaria. En la misma dispuso lo 

siguiente: 

DETERMINACIONES DE HECHOS QUE NO ESTÁN EN 
CONTROVERSIA 

 
1. El 23 de febrero del año 2016, [DEYA] Elevator 

Service, Inc. suscribió un Contrato de Servicio para 

Ascensores que incluía el Metro-Pavía de Santurce, 
el cual se encontraba vigente para la fecha de los 
hechos alegados en la Demanda. 

 
2. Para la fecha del evento que se alega en la Demanda 

del caso SJ2019CV01892, [DEYA] Elevator Service, 
Inc. proveía servicios de mantenimiento preventivo 
y/o reparación de los ascensores del Hospital Metro-

pavía de Santurce, como parte del contrato suscrito 
en febrero de 2016. 

 
3. La demandante reclama por hechos alegadamente 

acontecidos el 8 de noviembre de 2016, durante su 

hora de almuerzo, en el elevador del estacionamiento 
del Hospital Metro-Pavía en Santurce. 

 

4. La demandante alega que, se encontraba en el 
elevador para regresar a su área de trabajo, cuando 

ocurrió un apagón de luz y el elevador tuvo una caída 
del piso once (11) al siete (7). Al regresar la luz, el 
elevador se detuvo, pero no abrió y volvió a caer 

hasta el piso cuatro (4). Una vez en el cuarto piso, la 
demandante se baja del mismo. 

 
5. La parte demandante no contrató perito de 

negligencia para establecer la causa por la cual 

ocurrió el incidente alegado en la Demanda. 
(Énfasis nuestro) 
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Las determinaciones de hechos enumeradas del uno (1) 

al siete (5) sic que preceden son tal y como versan en el 
escrito de oposición a solicitud de sentencia sumaria, 

puesto que la parte Demandante catalogó los mismos 
como hechos incontrovertidos. 
 

Este Tribunal entendió que existe controversia en 
cuanto a los siguientes hechos esenciales incluidos 
por la parte demandada en su moción de sentencia 

sumaria: (Énfasis nuestro) 
 

1. [DEYA] es una compañía autorizada, registrada y 
capacitada para realizar servicios de mantenimiento, 
reparación, modernización e instalación de 

ascensores y/o escaleras eléctricas en Puerto Rico. 
 

2. Para el día del accidente que se alega en la Demanda, 
[DEYA] no recibió ninguna llamada de servicio. 

 

3. [DEYA] no es responsable de cambios de voltaje y/o 
interrupciones del servicio eléctrico, proteger los 

elevadores de interrupciones de servicio le 
corresponde al dueño del edificio. 

 

4. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 
sección de Servicios, último párrafo, expresa en su 
parte pertinente: “DEYA no será responsable de 

reparar o reemplazar piezas debido a: vandalismo, 
mal uso, negligencia, fluctuaciones de voltaje, 

causas fortuitas, causas de la naturaleza, 
obsolescencia u cualquier otra causa que no se 
considere uso y desgaste normal. 

 
5. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 

sección de Responsabilidad del Cliente, expresa en 

su parte pertinente: “En adición en el caso de un 
incidente el CLIENTE notificará a DEYA 

inmediatamente tenga conocimiento.” 
 
6. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 

sección de Exclusiones y Otras Consideraciones, 
expresa en su parte pertinente: “DEYA no asumirá 

responsabilidad alguna sobre los siguientes 
componentes los cuales quedan excluidos de este 
acuerdo: Cabinas, interiores de cabina, iluminación 

dentro de la cabina o túnel, plataforma, marcos, 
puertas, correderas, extractores, baterías, sistemas 
de intercomunicación, sistemas de control de 

acceso, detectores de humo, circuitos de 
alimentación de potencia, cables de tracción, sensor 

sísmico, supresores de voltaje, cámaras de CCTV, 
componentes obsoletos, programación y 
componentes propietarios.” 

 
7. El Contrato de Servicios para Ascensores en la 

sección de Exclusiones y Otras Consideraciones, 
expresa en su parte pertinente: “DEYA no será 
responsable por pérdidas o daños que puedan surgir 

como parte de una interrupción del servicio por 
cualquier causa justificada.” 



 
 

 
KLCE202100304 

 

10 

 

Además, el foro primario concluyó en su Resolución que: 

A tenor con la normativa antes aludida, y los hechos a 

nuestra consideración debemos afirmar que existen 
controversias que donde único pudieran considerarse 
es en un juicio plenario. En esta etapa de los 

procedimientos, la controversia medular persiste en si 
DEYA fue negligente en relación con la condición de 

peligrosidad que ocasionó el daño alegado. 
 
Así también, debemos advertir que, si la propuesta de 

la parte demandada es la existencia o no de algún grado 
de negligencia en el desempeño de sus funciones 
conforme al Contrato de Servicio existente, sería 

necesaria la celebración de un Juicio plenario para 
establecerla o negarla. Asimismo, estaríamos 

dependiendo de la consideración del caso en su 
totalidad, asunto que muy difícilmente se pudiera 
atender mediante el mecanismo sumario. 

 
En vista de lo anterior y por los fundamentos señalados, 

se declara NO HA LUGAR la Solicitud de Sentencia 
Sumaria presentada por la parte demandada y se 
ordena la continuación de los procedimientos. 

 

En desacuerdo con lo dictaminado, el 17 de febrero de 2021, 

la parte demandada peticionaria presentó una oportuna Solicitud de 

Reconsideración, la cual igualmente, fue declarada No Ha Lugar por 

la primera instancia judicial. 

Repasemos pues, lo que dispone nuestro ordenamiento 

jurídico, en torno a la controversia que nos corresponde resolver. 

II 

A. Responsabilidad Civil Extracontractual  

El Artículo 1536 de nuestro Código Civil, 31 LPRA §5311 et 

seq.,1 dispone que la persona que por culpa o negligencia cause 

daño a otra, viene obligado a repararlo. Para que prospere una 

reclamación por daños y perjuicios al amparo del referido precepto 

legal, se requiere la concurrencia de tres elementos, los cuales 

tienen que ser probados por la parte demandante: (1) el acto u 

omisión culposa o negligente; (2) la relación causal entre el acto u 

 
1 El Art. 1536 del Nuevo Código Civil de Puerto Rico que entró en vigencia el 28 de 

noviembre de 2020 mediante la Ley 55 del 1 de junio de 2020, enmendó el Art. 

1802 del Código Civil de 1930, 31 LPRA § 5141.  



 
 

 
KLCE202100304 
    

 

11 

omisión culposa o negligente y el daño ocasionado; y (3) el daño real 

causado al reclamante.  Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 

820 (2010).  

Como regla general, le corresponde a la parte actora en un 

caso de daños y perjuicios donde alegue haber sufrido daños como 

consecuencia de la negligencia de la parte demandada el peso de la 

prueba respecto a dicha alegada negligencia. Vaquería Garrochales, 

Inc. v. A.P.P.R., 106 DPR 799 (1978); Irizarry v. A.F.F., 93 DPR 416 

(1966); Morales Mejías v. Met. Pack. & Ware. Co., 86 DPR 3 (1962). 

En palabras más sencillas, la parte demandante tiene la obligación 

de poner al tribunal en condiciones de poder hacer una 

determinación clara y específica sobre negligencia mediante la 

presentación de prueba a esos efectos.  

En relación al nexo o relación causal, en Puerto Rico rige la 

doctrina de causalidad adecuada. Ésta predica que “no es causa 

toda condición sin la cual no se hubiera producido el resultado, sino 

la que ordinariamente lo produce según la experiencia general”. 

Hernández Vélez v. Televicentro, 168 DPR 803, 814 (2006).  Por 

ende, para que se configure el nexo causal es menester que la acción 

u omisión sea idónea para producir el efecto que causa el daño. La 

cuestión se limita entonces a establecer si el daño surgido era de 

esperarse en el curso normal de los acontecimientos, o si, por otro 

lado, queda fuera de ese cálculo. J. Santos Briz, Comentarios al 

Código Civil y Compilaciones Forales, t. XXIV, pág. 267 (Ed. Rev. Der. 

Privado 1984).  

Nuestra última instancia judicial ha señalado que la relación 

de causalidad entre el daño y el alegado acto negligente no puede 

establecerse a base de conjeturas. Santiago Otero v. Méndez, 135 

DPR 540, 549 (1994). 
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B. Sentencia Sumaria   

En nuestro ordenamiento, el mecanismo de la sentencia 

sumaria está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, 

32 LPRA Ap. V., la cual desglosa los requisitos específicos con los 

que debe cumplir esta figura procesal. Lugo Montalvo v. Sol Meliá 

Vacation Club, 194 DPR 209, 224 (2015). 

En esencia, para poder rendir una adjudicación en los méritos 

de forma sumaria es necesario que de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios, admisiones, declaraciones juradas, 

y de cualquier otra evidencia ofrecida, surja que no existe 

controversia real y sustancial en cuanto a algún hecho material y 

que, como cuestión de derecho, proced[e] dictar sentencia sumaria 

a favor de la parte promovente. Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil 

de 2009, 32 LPRA Ap. V R. 36.3(e). Véase, también, Oriental Bank & 

Trust v. Perapi S.E, 192 DPR 7 (2014). Es decir, la sentencia sumaria 

procede cuando no existen controversias reales y sustanciales en 

cuanto hechos materiales, por lo que lo único que queda es aplicar 

el Derecho. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, Inc. y Bohío 

International Corporation, 193 DPR 100 (2015). Lugo Montalvo v. Sol 

Meliá Vacation Club, supra, pág. 225. 

Un hecho material es aquel que puede afectar el resultado de 

la reclamación de acuerdo al derecho sustantivo aplicable. Además, 

la controversia sobre el hecho material tiene que ser real. Esto es, 

que una controversia no es siempre real o sustancial, o genuina. La 

controversia debe ser de una calidad suficiente como para que sea 

necesario que un juez la dirima a través de un juicio plenario. Ramos 

Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., 178 DPR 200, 213 (2010). 

En ocasiones, establecer qué constituye una conclusión 
de derecho y cómo se diferencia de una determinación 
de hecho puede ser problemático. Sobre ese particular, 

[nuestra Máxima Curia ha] expresado que 
  
[c]ualquie[r] deducción o inferencia de un hecho 

probado, que no represente una deducción o una 
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inferencia de tal hecho, sino que represente la 
aplicación de un principio de ley, de un razonamiento 

lógico o de una opinión jurídica al hecho probado, o al 
hecho deducido o inferido del hecho probado, se 

considerará una conclusión de derecho [...] (Énfasis 
suplido). Sanabria v. Sucn. González, 82 DPR 885, 997 
(1961).  

 
Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, supra, pág. 226. 

 

Aunque a veces no es fácil atisbar la diferencia, es vital que 

los tribunales distingan puntualmente entre lo que es un hecho y 

una conclusión de derecho. Un "hecho" en el campo jurídico es un 

acontecimiento o un comportamiento determinado y pertinente para 

la norma legal que se pretende aplicar. La norma jurídica se aplica 

al supuesto que constituye el "hecho" para arribar a determinada 

conclusión de derecho. En otras palabras, las determinaciones de 

hecho establecen qué fue lo que pasó, mientras que en las 

conclusiones de derecho se determina el significado jurídico de esos 

hechos conforme a determinada norma legal. Lo anterior, no es otra 

cosa que la teoría del silogismo jurídico, según la cual la decisión 

judicial es el resultado de la subsunción de unos hechos según una 

norma jurídica para llegar a una conclusión de derecho. Véase R.M. 

Lanner, El silogismo jurídico y la jurisprudencia constitucional, 11 

Revista Justicia 83-101 (2006). Así, el silogismo jurídico "ubica al 

juez en un plano deductivo y argumental, en donde dentro de una 

estructura cerrada, la premisa mayor, le es dada por la norma por 

aplicar al caso, mientras la premisa menor es dada por el hecho 

relevante y la conclusión por la aplicación al caso sub-examine". 

(Cita omitida). Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, supra, pág. 

226. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que la 

sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee nuestro 

ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y económica 

de controversias, en las cuales resulta innecesario celebrar un juicio 

plenario. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010). 

javascript:searchCita('178DPR820')
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La sentencia sumaria es un valioso instrumento procesal para 

descongestionar los calendarios judiciales. Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, 186 DPR 113, 128 (2012).  

Independientemente de cuál de las partes promueva la 

solicitud, la que así lo haga debe presentar una moción 

fundamentada en declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 

materiales y pertinentes para que el tribunal dicte sentencia 

sumaria a favor sobre la totalidad o parte de la reclamación. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.1.   

Por su parte, la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.2, provee para que una parte contra la cual se ha 

formulado una reclamación pueda “presentar una moción fundada 

en declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a su 

favor sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación”.   

En SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 432 

(2013) el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que la parte que 

se opone a la Moción de Sentencia Sumaria está obligada a “citar 

específicamente los párrafos según enumerados por el promovente 

que entiende están en controversia y, para cada uno de los que 

pretende controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene 

su impugnación con cita a la página o sección pertinente”.  

Vemos que, según nuestro ordenamiento procesal civil, se les 

exige tanto al promovente como al opositor de una Moción de 

Sentencia Sumaria que cumplan con unos requisitos de forma 

específicos para que pueda considerarse su Solicitud. El 

incumplimiento con estos requisitos tiene repercusiones distintas 

para cada parte.  De un lado, si el promovente de la moción incumple 

con los requisitos de forma, el Tribunal no estará obligado a 

javascript:searchCita('186DPR113')
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considerar su pedido. A contrario sensu, si la parte opositora no 

cumple con los requisitos, el tribunal puede dictar Sentencia 

Sumaria a favor de la parte promovente, si procede en Derecho. 

Id.  Incluso, si la parte opositora “se aparta de las directrices 

consignadas (en la regla) el tribunal podrá no tomar en 

consideración su intento de impugnación (de los hechos ofrecidos 

por el promovente).” (Cita omitida). Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc. y Bohío International Corporation, supra, pág. 111. 

En SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, págs. 433-434, 

el Alto Foro estableció, además, que el ordenamiento procesal civil 

de nuestra jurisdicción coloca sobre las partes, quienes conocen de 

primera mano sus respectivas posiciones, así como la evidencia 

disponible en el caso, el deber de identificar cada uno de los hechos 

que estiman relevantes, al igual que la prueba admisible que los 

sostiene. Se facilita, por lo tanto, el proceso adjudicativo al poner al 

tribunal en posición de evaluar conjuntamente las versiones 

encontradas para cada uno de los hechos refutados a la luz de las 

referencias a la prueba que alegadamente los apoya. Este sistema 

claramente agiliza la labor de los jueces de instancia y propone la 

disposición expedita de aquellas disputas que no necesitan de un 

juicio para su adjudicación. Id. 

Correctamente utilizada, la Sentencia Sumaria evita “juicios 

inútiles, así como los gastos de tiempo y dinero que conlleva para 

las partes y el tribunal.” Por ello, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha dejado claro que, aunque en el pasado se referió a la Sentencia 

Sumaria como un mecanismo procesal “extraordinario”, ello no 

significa que su uso esté excluido en algún tipo de pleito. De hecho, 

en el ámbito de la Moción de Sentencia Sumaria nuestro 

ordenamiento “no excluye tipos de casos y realmente puede 

funcionar en cualquier contexto sustantivo”. P. Órtiz Álvarez, Hacia 

el uso óptimo de la sentencia sumaria, 3 Forum 3, 9 (1987). Es decir, 
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nuestra jurisprudencia es clara en que no importa lo complejo que 

sea un pleito, si de una bien fundamentada Moción de Sentencia 

Sumaria surge que no existe controversia real en cuanto a los 

hechos materiales del caso, puede dictarse Sentencia 

sumariamente. (Cita omitida) (Énfasis nuestro). Meléndez González 

v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, supra. 

 Como bien se puede justipreciar, del desarrollo doctrinario 

pertinente al mecanismo de la sentencia sumaria, transluce que a 

partir de SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, la norma se 

tornó más rigurosa para quien pretende oponerse a que su caso se 

resuelva por la vía sumaria. Así pues, ante una moción de 

sentencia sumaria bien fundamentada, el que se opone a ella 

tiene el deber ineludible de controvertir los hechos 

fehacientemente, ya que, de lo contrario, corre el riesgo de 

verse privado de “su día en corte”. 

Es cierto que, en el pasado, nuestro Tribunal Supremo había 

señalado que: “En cuanto a la evaluación de la prueba pertinente, 

‘[c]ualquier duda sobre la existencia de una controversia sobre los 

hechos materiales, debe resolverse contra la parte promovente’.2 

Ahora bien, con la normativa reciente, nuestro Máximo Foro se 

ha distanciado significativamente de la doctrina anterior, que 

establecía que el mecanismo de sentencia sumaria debía usarse 

solamente en casos claros. 

En consonancia con lo anterior, la Alta Curia, ha refrendado 

la aplicación en nuestra jurisdicción de la sentencia sumaria en 

su modalidad de insuficiencia de prueba.  

  Nuestro Tribunal Supremo adoptó en nuestro ordenamiento 

el modelo de sentencia sumaria por insuficiencia de prueba acuñado 

en la esfera federal. Véase Medina v. M.S, & D, Química P.R., Inc., 

 
2 Rosario v. Nationwide Mutual, 158 DPR 775, 780 (2003). 
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135 DPR 716 (1994).  Del mismo modo, reconoció que la parte 

demandada puede promover esa solicitud. Véase Pérez v. El Vocero 

de P.R., 149 DPR 427 (1999). Esta modalidad procede cuando la 

parte demandante no cuenta con evidencia suficiente para probar 

su caso y requiere del promovente establecer que: (1) el juicio en su 

fondo es innecesario; (2) el demandante no cuenta con evidencia 

suficiente para probar algún hecho esencial a su reclamación, y (3) 

como cuestión de derecho, procede la desestimación de la 

reclamación. Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 217-218. 

Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 769, 786 (2016).3 

Esta modalidad cobra aún más pertinencia en nuestro 

ordenamiento donde la figura del juzgador de los hechos y del 

derecho en los pleitos civiles recae enteramente sobre el juez. 

Distinto a las jurisdicciones donde rige el juicio por jurado en el 

ámbito civil, en nuestro sistema judicial es el juez quien el día del 

juicio escuchará la misma evidencia con la cual ya cuenta desde el 

momento en que culminó el descubrimiento de prueba y se le 

presentó como parte de una moción de sentencia sumaria. Así, en 

nuestro ordenamiento procesal es el juez el único examinador que 

dirime si una parte cumple con su carga probatoria para establecer 

la causa de acción que invoca. Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 

supra, págs. 786-786.  

 
3 En Celotex Corporation v. Catrett, 477 U.S. 317, 91 L. Ed. 2d 265, 106 S. Ct. 
2548 (1986), el Tribunal Supremo de los Estados Unidos señaló que, en una 

sentencia sumaria bajo la modalidad de insuficiencia de prueba no es necesario 

que la parte promovente acompañe su moción con documentos. Si la parte 

promovente, luego de haber transcurrido un tiempo adecuado y razonable para el 

descubrimiento de prueba, puede demostrar que del récord del tribunal surge que 

la parte promovida no cuenta con evidencia suficiente para probar un elemento 
esencial de su caso sobre el cual tiene el peso de la prueba, procede que se dicte 

sentencia sumaria desestimando la demanda. Véase Regla 5(d) de Procedimiento 

Civil Federal; Wright and Miller, Federal Practice and Procedure, St. Paul, West 

Pub. Co., 2nd. ed., 1990, Vol. 4A, sec. 1152, págs. 438-443. Bajo estas 

circunstancias, el Tribunal razonó, no puede decirse que hay genuinas 
controversias sobre hechos materiales, pues la ausencia de prueba sobre un 

hecho esencial indispensable para el caso de la parte promovida, convierte en 

totalmente innecesarios todos los demás hechos. Celotex Corp. v. Catrett, supra, 

págs. 322-323. 
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Ahora bien, para disponer del pleito mediante una solicitud de 

sentencia sumaria por ausencia de prueba es indispensable que se 

le haya brindado a la parte promovida amplia oportunidad para 

realizar un descubrimiento de prueba adecuado y debe quedar 

demostrado que, una vez este concluye, la prueba descubierta no 

satisface los elementos necesarios para establecer su causa de 

acción. Claro está, consumado un descubrimiento de prueba 

adecuado, la parte promovida deberá presentar una oposición a la 

solicitud de sentencia sumaria debidamente fundamentada. No 

puede evadir la moción del promovente por el mero pretexto de 

que, a pesar de no contar con evidencia suficiente para probar 

un elemento indispensable para su reclamación, merece su "día 

en corte".  Rodríguez Méndez v. Laser Eye, supra, pág. 787. (Énfasis 

nuestro). 

III 

Esbozada la norma jurídica, veamos si en el caso de autos, 

procede dictar sentencia sumariamente a favor de la parte 

peticionaria. Una revisión sosegada y desapasionada del caso de 

autos, conduce a esta Juez a contestar esta interrogante en la 

afirmativa. 

De entrada, cabe puntualizar que, la parte demandante 

recurrida no anejó ningún documento para controvertir lo alegado 

por la parte demandada peticionaria, sino que la misma estuvo 

basada en sus propias alegaciones y argumentaciones.  Al analizar 

la oposición a la moción de la sentencia sumaria de la parte 

recurrida, vemos que dicha parte falló en no controvertir los hechos 

propuestos como incontrovertidos por la parte peticionaria. De 

hecho, la parte recurrida no levantó ni una sola controversia de 

hechos materiales, suficiente para derrotar la moción de sentencia 

sumaria.  Por el contrario, se limitó a esbozar unas controversias de 

derecho, eminentemente, relacionadas a su interpretación de las 
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obligaciones contractuales de DEYA respecto mantenimiento y 

funcionamiento de los ascensores. 

 Ese mismo análisis fue el que acogió el foro recurrido al 

denegar la moción de sentencia sumaria de la parte peticionaria.  De 

las controversias esbozadas por el foro primario, la única que podría 

catalogarse como de hecho, es: “2. Para el día del accidente que se 

alega en la Demanda, [DEYA] no recibió ninguna llamada de servicio.”  

Ahora bien, a juicio de esta Juez, dicha controversia, por sí sola, no 

es suficiente para derrotar la moción de sentencia sumaria.  Para 

que pueda derrotar la moción de sentencia sumaria, la controversia 

sobre el hecho material tiene que ser real.  Esto es, la controversia 

debe ser de una calidad suficiente como para que sea necesario que 

un juez la dirima a través de un juicio plenario. Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., 178 DPR 200, 213 (2010). 

Como mencionamos previamente, en el caso Lugo Montalvo v. 

Sol Meliá, supra, nuestra última instancia judicial discutió en 

extenso la importancia de que sean controversias de hecho y no 

de derecho, las que debe levantar la parte opositora, a fin de 

derrotar una moción de sentencia sumaria.  Allí, el Alto Foro señaló: 

Ante una moción de sentencia sumaria, los jueces 
deben determinar primero cuáles son los hechos 

presentes, es decir, en qué conducta incurrieron las 
partes involucradas y las circunstancias que rodearon 

esas actuaciones.4 Esos hechos, a su vez, deben ser 
interpretados por el juez para determinar si son 
esenciales y pertinentes, y si se encuentran 

controvertidos. De encontrarse presente algún hecho 
material en controversia no podrá utilizarse el 
mecanismo de la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra. Por el contrario, de no existir tal controversia 
de hecho, el tribunal deberá dictar sentencia a favor 

del promovente de la solicitud de sentencia sumaria 
si el derecho le favorece a este último. (Énfasis 
nuestro) 

 
En todo caso debidamente instado ante un foro judicial 

habrá siempre una controversia de derecho presente y 
es precisamente esa controversia la que vienen los 
tribunales llamados a resolver. Si se comete el error 

 
4 Para eso, el tribunal debe pasar juicio sobre la evidencia admisible que se le 

presente. 
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de catalogar las controversias de derecho como 
controversias de hecho se eliminaría virtualmente 

el mecanismo de la sentencia sumaria de nuestro 
ordenamiento procesal, pues este requiere 

expresamente la inexistencia de una controversia de 
hechos materiales para que un tribunal pueda dictar 
sentencia de esa forma. Regla 36.3(e) de 

Procedimiento Civil, supra. (Énfasis nuestro) 
 

Por otro lado, es un hecho indubitado que, la parte 

demandante recurrida no contrató perito de negligencia para 

establecer la causa por la cual ocurrió el incidente alegado en la 

Demanda.5 

Es meritorio destacar, además, que el caso de marras se 

encuentra en la etapa final, por lo que, solo resta que foro primario 

celebre el juicio en su fondo, pautado para los días 19, 20 y 21 de 

abril de 2021.  Por consiguiente, ya las partes han tenido una amplia 

oportunidad de realizar y culminar el descubrimiento de prueba 

adecuado. 

Dada la naturaleza altamente técnica del asunto, para 

establecer la causa de las fallas en el funcionamiento y/o 

desperfectos de los ascensores, es indispensable la utilización de 

prueba pericial a esos efectos.  Por consiguiente, a juicio de esta 

Juez, es meritorio el planteamiento de la parte peticionaria de que, 

en ausencia de prueba pericial para establecer, tanto la negligencia 

como la relación causal entre el daño y las actuaciones u omisiones 

de DEYA, procedía que el foro primario dictara sentencia sumaria a 

su favor. 

Como dijimos, en una acción de daños y perjuicios, la parte 

demandante tiene el peso de la prueba para establecer cada uno de 

los requisitos de su causa de acción: (1) el acto u omisión culposa o 

negligente; (2) la relación causal entre el acto u omisión culposa o 

 
5 Véase, Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria de Parte Demandada, y 

Resolución recurrida, págs. 58 y 70 del Apéndice del recurso. 
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negligente y el daño ocasionado; y (3) el daño real causado al 

reclamante.   

Nuestro Tribunal Supremo ha destacado que es importante 

que se demuestre que la existencia de la relación de causalidad entre 

el daño y el alegado acto negligente no se basa en conjeturas. 

Santiago Otero v. Méndez, 135 DPR 540, 549 (1994). 

Reiteramos que, al oponerse a la moción de sentencia sumaria 

instada por la parte demandada peticionaria, la parte demandante 

recurrida no anejó ningún documento para controvertir lo alegado 

por la dicha parte, sino que la misma estuvo basada en sus propias 

alegaciones, especulaciones y conjeturas sobre controversias de 

derecho y no de hechos. 

Como sabemos, para derrotar la moción no basta con 

presentar meras afirmaciones. "Si lo hace se corre el riesgo de que 

se acoja la solicitud de sentencia sumaria y se resuelva en su 

contra". Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 215. Frente a este 

estado de situación procesal correspondía a esta parte colocar a la 

Juzgadora en posición de concluir que contaba con prueba 

suficiente para prevalecer en sus alegaciones, superior a la sometida 

por la parte apelada, o al menos, de suficiente calidad como para 

crear controversias sobre hechos materiales que requerían la 

celebración de una vista evidenciaria. 

En resumen, en el caso de marras es forzoso concluir que, la 

parte recurrida, no solo no se opuso adecuadamente a la moción de 

sentencia sumaria y falló al no identificar controversias de hechos 

genuinas, sino que tampoco demostró que contaba con evidencia 

suficiente para demostrar el nexo causal entre las actuaciones 

imputadas a la parte peticionaria y los daños alegadamente 

sufridos. 

Nuestra Máxima Curia ha establecido puntualmente que: 
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Claro está, consumado un descubrimiento de 
prueba adecuado, la parte promovida deberá presentar 

una oposición a la solicitud de sentencia sumaria 
debidamente fundamentada. No puede evadir la 

moción del promovente por el mero pretexto de que, 
a pesar de no contar con evidencia suficiente para 
probar un elemento indispensable para su 

reclamación, merece su "día en corte".  Rodríguez 
Méndez v. Laser Eye, supra, pág. 787. (Énfasis nuestro). 

 

Consecuentemente, por los fundamentos previamente 

esbozados, es la opinión de la Juez que suscribe que, en efecto, 

incidió el foro primario al declarar No Ha Lugar la moción de 

sentencia sumaria de la parte demandada peticionaria.  

 

 
Gloria L. Lebrón Nieves 

Juez de Apelaciones 
 


